
Señores: 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOLIVAR  
SALA DE DECISIÓN PENAL (REPARTO) 
E.              S.               D. 
 
 

REF: ACCIÓN DE TUTELA CONTRA ACTUACIONES JUDICIALES DE LA 
FISCALÍA 17 SECCIONAL DE CARTAGENA - BOLIVAR. 
 
 

GILBERTO CORTÉS NORIEGA, mayor de edad, domiciliado y residenciado en 
Bogotá, identificado con la cédula de ciudadanía número 5.745.361, actuando en 
nombre propio, en mi condición de directo perjudicado en las actuaciones de la 
autoridad penal que se viene presentando en el trámite de ese proceso, ante 
ustedes promuevo acción de Tutela que se consagrada en el artículo 86 de la 
Constitución Nacional, en contra de la entidad judicial FISCLÍA 17 SECCIONAL DE 
CARTAGENA, quien por medio de providencia totalmente ilegal y arbitraria dio pie 
para que se pretenda el DESPOJO DE UN TERRENO del cual las autoridades 
pertinentes han reconocido de mi posesión de más de 20 años , lo cual vulnerando 
los derechos fundamentales al debido proceso, al libre acceso a la administración y 
a la igualdad, por las actuaciones constitutivas de vía de hecho y arbitrariedad 
contra derechos fundamentales indicados especialmente una violación de mis 
derechos legalmente respaldados y reconocidos.  
 

LEGITIMACIÓN PARA INCOAR ESTA ACCIÓN. 
 
Tengo el interés para incoar esta acción, por mi condición de ser legítimo poseedor 
desde el 2003 reconocido por sendos actos administrativos y judiciales de un predio 
denominado “COQUITO”, del cual he sido despojado abruptamente por actuaciones 
de la fiscalía accionada y de otras autoridades, que, valiéndose de una autoridad, 
han emitido determinaciones contrarias a la realidad y la normalidad en el 
procedimiento.   
 
Tiene como fundamento esta acción los siguientes, 
 

HECHOS: 
 

1. El suscrito adquirió la posesión de todo del predio denominado “Coquito” desde 
el año 2003, según una negociación inicial celebrada con los iniciales 
poseedores, la familia Tous. Con posterioridad se fueron haciendo las compras 
respectivas de posesiones parciales hasta completar la extensión de terreno que 
corresponde a ese predio, de una cabida de 75 Hectáreas. 

 
2. Cuando Gilberto Cortes adquirió la posesión se encontraba José Arévalo 

Guerrero como trabajador de la familia Tous y el señor Gilberto Cortes sustituyo 
patronalmente a la familia Tous contratando laboralmente al señor José Arévalo 
Guerrero desde el 2003. 



 
3. Posteriormente el 30 de diciembre de 2005 Gilberto Cortes Noriega celebra un 

contrato verbal de mandato y de cuidanza del predio denominado Coquito con 
el señor Pedro Antonio Berrio Pájaro y se conviene en que entre a habitar una 
de las 3 casas, construidas por el suscrito, específicamente la ubicada en el 
sector más cercano a Ararca dentro predio de mayor extensión del predio 
denominado Coquito. Las otras dos casas fueron habitadas por otros 
trabajadores de Gilberto Cortes Noriega. 

 
4. En el año 2007 hubo una invasión de tierras que comprometió al predio, motivo 

por el cual promoví una querella policiva que conoció la Inspección de Policía 
Rural de Santa Ana – Barú, Cartagena. 

 
5. El 23 de enero de 2008 concluyó en que me reconocieron mis derechos que 

ostento sobre todo el predio “Coquito” y ordenó el desalojo, mediante la 
resolución 119 del 23 de enero de 2008 firmada por el Inspector de Policía Rural 
Santa Ana el Dr. Elkin Oñoro Coneo. 

 
6. A cada uno de los invasores vencidos y desalojados se les dio dinero y desde 

ese entonces, se ejerce la posesión en una forma pública, reiterada y con el 
reconocimiento de vecinos y del público en general. 

 
7. De todos esos invasores, quedaron 17 invasores a quien no se les pudo 

negociar, quienes tienen sus parcelas en una extensión aproximada de 13 
Hectáreas. 

 
8. Después de la resolución de la querella de 2008, en ejercicio de la posesión que 

legítimamente he ostentado, se construyeron 3 casas y en una de ellas se le 
permitió la vivienda a JOSE ARÉVALO, y así permaneció en el tiempo recibiendo 
los salarios y remuneración por los servicios a mi cargo y en la otra casa he 
permanecido viviendo a mi nombre el señor PEDRO antes indicado. 

 
9. Existen recibos de dinero firmados por el señor Arévalo.  

 
10. El 24 de enero de 2008 el Ministerio de Defensa Nacional presentó solicitud de 

lanzamiento por ocupación de hecho contra el señor Gilberto Cortes Noriega por 
invasión al predio denominado Coquito. 

 
11. El 22 de febrero de 2008 la Secretaria del Interior y Convivencia Ciudadana de 

la Alcaldía Mayor de Cartagena de Indias la Dra. Alcelis Coneo Barboza rechaza 
la solicitud de lanzamiento por ocupación de hecho contra el señor Gilberto 
Cortes Noriega por invasión al predio denominado Coquito. 

 
12. En el 2012 hubo otro intento de usurpación, pero la autoridad de policía refrendó 

el amparo que se me había concedido en el año 2008, sin ninguna condición y 
con todo el reconocimiento. 

 



13. El 17 de diciembre de 2012 el Inspector de Policía Rural Santa Ana el Dr. Azarías 
Bello Molina certifica que la resolución 119 del 23 de enero de 2008 se encuentra 
vigente y ordena oficiar al Comandante de la Subestación de Policía de Santa 
Ana para que protegiera los derechos de Gilberto Cortes. 

 
14. El 2 de enero de 2015 el señor Gilberto Cortes Noriega celebra contrato de 

trabajo para cuidar el predio denominado Coquito con Daiber de Jesús Ortiz 
Montes quien entra a habitar la casa frente a la carretera y la habita con su familia 
y su padre el señor Olegario Ortiz. 

 
15. El 21 de agosto de 2015 los señores JAIRO AVENDAÑO PATIÑO, JHON JAIRO 

AVENDAÑO HERNANDEZ , ABELARDO GIUERRERO PAJARO, ORINSON 
AREVALO AREVALO, ORTIZ VILLERO MORENO, MARCELINO AREVALO 
GUERRERO, FREDY GUERRERO PAJARO, MANUEL VIVES, JHON FREDY 
AREVALO HERNANDEZ, MARCIAL AREVALO HERNANDEZ, ANDRES 
AVELINO VILLERO LÓPEZ, DARWI AREVALO VILLEROS, FERNANDO 
AREVALO ARÉVALO, FERNEL VIVES PAREJO, HERIBERTO VILLERO, 
IGANACIO MORALES GUERRERO y SERAFIN GUERRERO, a los 17 vencidos 
que no se les compensaron las mejores en el 2008, presentaron querella policiva 
de amparo por perturbación a la posesión en contra de Gilberto Cortes Noriega. 

 
16. Mediante la resolución con radicado 255 y siguientes del 31 de agosto 2016 el 

Inspector de Policía de Santa Ana – Isla de Barú Localidad 1 Histórica del Caribe 
Colombiano resolvió no amparar la posesión de los querellantes por considerar 
que existe cosa juzgada al haberse reconocido como poseedor al señor Gilberto 
Cortes Noriega en resolución 119 del 23 de enero de 2008. 

 
17. El 14 de febrero de 2017 el Inspector de Policía Rural Santa Ana la Dra. Jhoana 

Pájaro Suarez certifica que la resolución 119 del 23 de enero de 2008 se 
encuentra vigente y ordena oficiar al Comandante de la Subestación de Policía 
de Santa Ana para que proteja los derechos de Gilberto Cortes Noriega. 

 
18. El 2 de febrero de 2018 el trabajador Daiber de Jesús Ortiz Montes renuncia 

voluntariamente por múltiples problemas personales con el trabajador José 
Arévalo Guerrero. 

 
19. A esta fecha varios empleados habían renunciado por el trato con el señor José 

Arévalo Guerrero. 
 

20. El 3 de octubre de 2019 el señor José Arévalo Guerrero envía al señor Gilberto 
Cortes Noriega derecho de petición con asunto solicitud de pago de 
prestaciones, enviado por quien dice ser su poderdante mediante correo 
electrónico certificado, donde manifiesta que el señor Gilberto Cortes Noriega es 
su patrono desde el 2003 cuando adquirió el predio denominad Coquito a la 
familia Tous quienes eran sus empleadores, pero se perfecciono la sustitución 
patronal. 

 



21. El derecho de petición si bien fue remitido por quien dice ser apoderado del señor 
José Arévalo Guerrero, contiene su firma y es remitido igualmente por correo 
certificado, al correo que reconozco como suyo y que desde ya manifiesto bajo 
la gravedad de juramento que es el que utiliza el señor José Arévalo Guerrero 
en todos sus actos y por medio del cual puede ser notificado. El correo 
electrónico es el que maneja su hijo Garis Arévalo y es 
garisarevalopajaro82@gmail.com. 

 
22. Para dicha fecha el señor José Arévalo Guerrero manifiesta que el señor Gilberto 

Cortes no le ha pagado todas sus acreencias y que “Pese a lo anterior nunca he 
dejado de cumplir con mis funciones como vigilante del predio de referencia las 
cuales he cumplido de forma personal, constante, subordinada y eficiente”.  

 
23. El 29 de abril de 2019 hubo otra invasión en el predio denominado Coquito. 

 
24. Mediante solicitud al comandante de Policía de la Estación de Santa Ana el 

señor Gilberto Cortes Noriega le solicita dar cumplimiento a la resolución 119 del 
23 de enero de 2008 y ratificaciones a ese amparo de fecha 17 de diciembre de 
2012 y 14 de febrero de 2017. 

 
25. Es así que el 3 de mayo del 2019 el comandante de la Subestación de Santa 

Ana hace entrega del predio al delegado del señor Gilberto Cortes Noriega, el 
cuidandero o vigilante, el señor Rafael Santoya Guerrero, previo desalojo por 
parte del ESMAT a los invasores. 

 
26. En el 2020, en una forma fraudulenta, el señor José Arévalo Guerrero aparece 

negociando parte de la posesión que dice ejercer sobre el predio “Coquito” y 
efectivamente celebra escrituras públicas y promueve una querella de amparo 
de posesión, sin ostentar nunca posesión alguna, obteniendo un amparo 
fraudulento. 

 
27. Cuando mi apoderado se entera de la situación, efectivamente promueve el 

trámite de nulidad de esa actuación y ante el evidente hecho fraudulento, la 
Inspección de policía tuvo que declarar la nulidad, pues era palpable tal 
actuación irregular, lo que se concluyó con resolución de 23 de marzo de 2023. 

 
28. Por otro lado, desde el punto de vista penal, es preciso narrar los siguientes 

hechos:  
 
a) En el 2006 ante una denuncia, la Fiscalía Local Dos inicia investigación 

penal por los posibles delitos de invasión de Tierras y Edificios presentada 
por la Armada Nacional contra el señor Gilberto Cortes Noriega y Luis 
Armando Tous, al que le dio el radicado 210 206. 
 

b) El 15 de enero de 2008 dentro del proceso policivo el perito Marcelo Peña 
Pomares cedula de ciudadanía número 9072830 de Cartagena y tarjeta 
profesional número 13202-22104 Bolívar) presenta personalmente ante 



el Dr. Elkin Alejandro Oñoro Coneo – Inspector de Policía Rural de Santa 
Ana el dictamen pericial que le había sido ordenado con un cuestionario 
y al responder la pregunta número 2 expresa: “En el recorrido realizado 
en el predio Coquito se pudo observar los siguientes actos de posesión: 
2 (dos) vivienda terminada y otra en construcción, asistencia a la tierra, 
cultivos como papaya, plátano, coco, un pozo en buenas condiciones. El 
predio está cercado por sus lados. En el predio halle a los señores 

José Manuel Arévalo, José Luis Arévalo y Pedro Berrio y 

expresaron que trabajan para el señor Gilberto Cortes Noriega en 
diferentes oficios en el predio”. 

 
c) El 11 de junio de 2008 el señor Manuel Revollo rinde declaración jurada 

dentro de la investigación penal por los posibles delitos de invasión de 
Tierras y Edificios contra el señor Gilberto Cortes Noriega con radicado 
210206. En esta declaración es claro en señalar que conoce al señor 
Gilberto Cortes Noriega, “desde el 2004, porque el señor GILBERTO 
CORTE tiene terrenos para las islas, lo conozco en Coquitos …”.   

 
d) El 30 de abril de 2010 mediante Investigación de Campo – FPJ-11-, de la 

investigación penal por los posibles delitos de invasión de Tierras y 
Edificios contra el señor Gilberto Cortes Noriega con radicado 210206, el 
investigador Miguel Moreno Contreras lleva a cabo informe donde 
establece que el señor José Luis Arévalo con cedula de ciudadanía 
número 38.02.070 manifiesta “cuidarle a un señor de nombre “Gilberto”. 

 
e) El 25 de octubre de 2011 la Fiscalía Local Dos precluye la investigación 

penal por los posibles delitos de invasión de Tierras y Edificios contra el 
señor Gilberto Cortes Noriega con radicado 210206. La preclusión fue a 
mi favor por cuanto se logró probar mi real posesión en el predio 
denominado “Coquito”. 

 
f) El 28 de junio de 2013 la Fiscalía Local Dos no repone la decisión de 

fecha octubre 25 de año 2011 por los posibles delitos de invasión de 
Tierras y Edificios contra el señor Gilberto Cortes Noriega con radicado 
210206. 

 
g) Esa decisión fue objeto de alzada y fue de conocimiento de la Fiscalía 7ª 

Seccional Delegada de Cartagena, quien mediante resolución de fecha 
31 de marzo de 2017, confirmo en todas sus partes la resolución emitida 
por la Fiscalía 2 Local de Cartagena. En esa resolución, tuvo como base 
todo el caudal probatorio que se había vertido en el trámite policivo ya 
mencionado. 

 
29. Sin embargo, a raíz de la declaratoria de nulidad del trámite policivo que se 

adelantó por el suscrito respecto del proceso policivo promovido por José 
Arévalo y Medardo Alberto Romero, cuando el funcionario de Policía procede a 



adelantar el trámite de la entrega y restablecimiento del statu quo el 31 de marzo 
de 2023, nos encontramos con el hecho que disque había una actuación 
emanada de la Fiscalía 17 Seccional de Cartagena, quien había emitido una 
resolución en la cual dio la orden de restablecimiento del derecho y ahí aparece 
una falacia bien evidente, pues desconoce los derechos que desde el año 2008 
me viene reconociendo las autoridades de policía y que siempre se me ha 
amparado. 

 
30. La resolución tiene como fecha 5 de agosto de 2021, firmada por el señor Paulo 

Xavier Romero Julio, Fiscal Seccional 17 de Cartagena, en la cual determina 
dentro de un proceso que estaba terminado por preclusión en mi contra, 
debidamente ejecutoriada, la emisión absolutamente irregular, como es que, sin 
respaldo legal, procede a emitir una medida de restablecimiento del derecho, y 
se inventa una víctima, que desde el año 2006 nunca había aparecido en el 
escenario de ese trámite 210-206. 

  
31. Esta determinación es absolutamente arbitraria, traída sin ningún respaldo legal 

o probatorio, si se tiene en cuenta los siguientes enunciados: 
 
a. Se trata de una actuación del Fiscal 17 Seccional, sin ninguna 

competencia. Fiscalía que dice trabajar con Ley 600 y todo el contexto de 
la investigación se adelantó con Ley 906. 

 
b. No existe en la resolución del 5 de agosto de 2021 una sola referencia en 

la cual se diga de qué manera le adscribieron, le asignaron y le 
adjudicaron el caso, para tomar determinaciones de un proceso de 
investigación previa que ya estaba precluida desde hacía 10 años, o por 
lo menos, más de 4 años atrás. Da a entender, que el Fiscal, por su propio 
capricho o voluntariedad, procede por razones que desconozco, a 
desarchivar las diligencias y adscribirse unas facultades que no le 
correspondían. 

 
c. La competencia, dada la naturaleza del asunto, tal como nació y se 

adelantó, le correspondería desarchivar y reactivar una actuación, pero al 
fiscal 2 Local o algún Fiscal de categoría local, ya que la Fiscalía 
Seccional sólo era fiscal de segunda instancia, y el competente para todos 
los efectos era el de nivel local. 

 
d. Pero en el peor de los casos, en caso extremo que se dijera que en 

Colombia hay justicia de baranda y se toman determinaciones a las 
consejas y sin el protocolo del respeto al debido proceso, aún así, la 
Fiscalía 17 debió respetar el derecho de defensa que me correspondía. 

 
e. Es que desde que nació el proceso investigativo en este caso, que le 

dieron el radicado 210-206, siempre se discutió por todos los medios de 
prueba que se alcanzaron a arrimar, que el suscrito era el único y real 
poseedor del predio “Coquito”, y nunca apareció otra persona capaz de 



inventar que tuviera algún derecho sobre el predio. Se le aportó a la 
Fiscalía local todo el caudal probatorio sobre la legitimación de mis 
derechos posesorios y fue por ese motivo que en el año 2011 PRECLUYÓ 
las diligencias, por atipicidad de la conducta, pues no se me podía 
declarar perturbador de algo que me pertenecía. Esa determinación fue 
confirmada en su totalidad por la Fiscalía Seccional respectiva, quien vio 
la legalidad de la PRECLUSIÓN. 

 
f. Si lo anterior es cierto, la Fiscalía 17 Seccional, arbitrariamente 

desarchivó las diligencias y sin reparto, asignación o sin atribución, repito, 
siendo de conocimiento de una Fiscalía Local, se atribuyó una 
competencia y siendo evidente, lo mínimo que debió hacer fue ponerme 
en conocimiento de su designio que promovía. 

 
g. Por el contrario, adelantó el trámite de algo que hacía más de 4 años otra 

Fiscalía había archivado en Fiscalías Locales, y procedió “a mis 
espaldas”, sin el mínimo de ánimo de publicidad, a sabiendas que el 
suscrito era prácticamente el único sujeto procesal. 

 
h. Se inventa un restablecimiento del derecho y entrega del predio al señor 

José Arévalo Guerrero reconociéndolo como víctima, empleado mío 
desde el 2003 y oficia a diferentes entidades a que le entreguen mi predio 
a este, predio que NUNCA me fue despojado por autoridad alguna, predio 
que nunca ha estado en poder de la Fiscalía. Fuera que el señor Arévalo 
rindió testimonio en el radicado de la investigación afirmando trabajar para 
mí.  

 
i. Y por medio de ese trámite escondido reanudado a criterio unilateral de 

la Fiscal 17, sin ninguna contradicción, se inventa una víctima, 
absolutamente amañada, pues de 2017 para atrás, NUNCA JOSÉ 
ARÉVALO o MEDARDO ALBERTO ROMERO, aparecieron como 
interesados en ostentar una posesión sobre el mismo predio. Es mas el 
señor Arévalo declara en la investigación de campo trabajar para el 
suscrito. 

 
j. Como se relató antes, ante las autoridades de Inspecciones de Policía, 

en varias oportunidades, al suscrito se le amparó la posesión, al punto 
que en el año 2019 al mismo JOSE ARÉVALO GUERRERO, fue 
desalojado y el suscrito demostró su legítimo derecho de posesión, 
ampliamente debatido, tanto en este proceso policivo como en el penal 
que conocía la Fiscalía Seccional en segunda instancia. 

 
k. Pero lo más aberrante es que la Fiscalía de un “brochazo Jurídico”, me 

despoja de una posesión que demostré en todo momento ante la Justicia 
penal, como en la justicia policiva, sin ninguna clase de fundamento y 
desconociendo todo tipo de norma que regula la posesión y el debido 
proceso de una determinación de permisión de contradicción. 



 
l. Y fuera de la arbitrariedad contra mis derechos, toma una medida, como 

es que dizque oficiar el Catastro para que inscriba la medida. Qué 
medida? Lo que le faltó al Fiscal fue de ordenar que su curiosa y arbitraria 
medida fuera inscrita en la Oficina de Registro de Instrumentos públicos, 
desconociendo incluso las funciones que cumple el IGAC en Colombia, 
que nada tiene que ver con posesión o con propiedad de un predio. Fue 
solo para generar un caos mayor. 

 
m. Resumen:  

i. La única razón por la cual la Fiscalía 17 Seccional de Cartagena 
profiere la ilegal providencia objeto de esta tutela era crear el 
respaldo jurídico para que impidiera el restablecimiento de la 
posesión cuando me enterara de la querella policiva con la cual se 
encontraban dentro del predio. Y, es por la existencia de la 
actuación de la Fiscalía 17 Sección de Cartagena, que se impidió 
a la Policía Nacional dar cumplimiento al fallo de 23 de abril de 
2023 que decreto la nulidad de la actuación policiva y ratifico el 
amparo concedido el 23 de enero de 2008 a mi nombre. 
 

ii. Es tan ostensible la ilegalidad de la actuación de la Fiscalía 17 
Seccional de Cartagena (además de que el proceso estaba 
precluido y archivado hace más de 4 años, que la Fiscalía 17 
Seccional de Cartagena carecía de conocimiento y competencia, 
etc.) que siendo yo el denunciado ordenó hacerle entrega del 
inmueble, predio que nunca ha salido de mi posesión y nunca me 
fue incautado por parte de la Fiscalía, a un tercero cuyo nombre 
aparecía en la investigación porque reconoció ser empleado mío 
cuando rindió testimonio dentro de la actuación. 

 
iii. Pero, H. Magistrado, utilizaban el nombre de mi empleado José 

Arévalo para supuestamente hacerle entrega del inmueble 
directamente disque como poseedor de más de 30 años y no en la 
calidad de dependencia laboral reconocida por este; lo cual sirvió 
de base para que a nombre de José Arévalo.     

 
ACTUACIÓN QUE CONSTITUYE EN VÍA DE HECHO. 

 
Es cierto que la Corte Constitucional ha dicho que la tutela procede también contra 
las autoridades con funciones de actuaciones procesales judiciales y 
administrativas, cuando es patente o evidente la omisión de dar trámite a sus 
actuaciones ordenadas en las leyes y decisiones judiciales o cuando en las 
actuaciones se viola el procedimiento.  
 
En este caso específico, es patético el hecho que la Fiscalía 17 Seccional de 
Cartagena accionada ha caído en una actitud de omisión a su deber judicial de dar 
cumplimiento a las normas procesales; ha actuado a espaldas del debido proceso, 



han pretermitido el derecho al libre acceso de la administración de justicia al que 
tenía derecho el suscrito.  
 
La Actitud del accionado es de arrogancia y sin respetar los fines de justicia, con 
actitud de excesiva discrecionalidad y voluntariedad, solo por el capricho de 
adscribirse una facultad o conocimiento que nadie se la dio. A reactivar un proceso 
legalmente terminado, para beneficiar a alguien que fraudulentamente aparece en 
el último año, aprovechándose de la pandemia, para apropiarse de una posesión 
que nunca le correspondía.  
 
Es de tenerse en cuenta que la actitud de la Fiscalía accionada desconocer uno de 
los principios de su función, como es la de actuar bajo los rigores del debido 
proceso, donde no se puede soslayar los derechos que le puedan corresponder a 
las partes vinculadas en el trámite de que se trata.  
 
Queda de esta manera estructurada la conducta de error orgánico, procedimental y 
sustancial por omisión del debido proceso, quien, sin competencia, sin ruego 
especifico y sin permitir la contradicción, despojó abruptamente de mis derechos, 
sin ninguna forma de conocer sus determinaciones.  
 

PETICIÓN. 
 
Le ruego se sirva declarar la nulidad y por ende dejar sin valor y efecto alguno la 
resolución de fecha 5 de agosto de 2021 emana de la FISCLÍA 17 SECCIONAL DE 
CARTAGENA por vulnerar y amenazar los derechos fundamentales al debido 
proceso, al libre acceso a la administración y a la igualdad, por no existir otros 
medios judiciales o administrativos para la protección de mis derechos 
fundamentales.  
 

PRUEBAS 
 
Oficio:  
 
Solicitamos se libre oficio a la fiscalía accionada, para que remita copia virtual del 
proceso, específicamente el link o enlace del proceso 210-206 y que sobre esas 
piezas pueda el juez constitucional constatar los hechos que se han relatado como 
vulneradores del debido proceso. 
 
Documentales: 
  
1. RESOLUCION DE 5 DE AGOSTO DE 2021 DE LA FISCALIA 17 SECCIONAL 

DE CARTAGENA. 
 

2. ACTA DE DILIGENCIA POLICIVA PREDIO DENOMINADO EL COQUITO 31 
DE MARZO DE 2023. 

 



3. PRELUSION PENAL FISCALIA GENERAL DE LA NACION CONTRA 
GILBERTO CORTES 
 

4. PROCESO DE INCIDENTE DE NULIDAD – QUERELLA POR PERTURBACIÓN 
A LA POSESIÓN Y TENENCIA PROMOVIDA POR LOS SEÑORES JOSÉ 
ARÉVALO GUERRERO Y MEDARDO ALBERTO ROMERO CONTRA 
PERSONAS INDETERMINADAS Y DESCONOCIDAS. 

 
5. RESOLUCION DE 23 DE MARZO DE 2023 - INSPECCION DE POLICIA DE 

SANTA ANA - NULIDAD QUERELLA JOSE MANUEL AREVALO 
 

6. RESOLUCION 119 DE 23 DE ENERO DE 2008 EXPEDIDA POR EL DR. ELKIN 
ALEJANDRO OÑORO CONEO 
 

7. CERTIFICACION DEL 14 DE FEBRERO DE 2017 DE LA RESOLUCON 119 
DEL 23 DE ENERO DE 2008 EXPEDIDA POR LA DRA. JHONA PAJARO 
SUAREZ  

 
8. CERTIFICACION DEL 17 DE DICIEMBRE DE 2012 DE LA RESOLUCON 119 

DEL 23 DE ENERO DE 2008 EXPEDIDA POR EL DR. DR. AZARIAS BELLO 
MOLINA 

 
9. 2013-00238 DESISTIMIENTO TACITO PROCESO MINISTERIO DE DEFENSA 

CONTRA GILBERTO CORTES 
 

10. ACTA ENTREGA DE LA POLICIA NACIONAL DEL 3 DE MAYO DE 2019 AL 
EMPLEADO DEL SEÑOR GILBERTO CORTES EL SEÑOR RAFAEL 
SANTOYO, DESPUES DE UNA INVASION Y QUE EL SEÑOR GILBERTO 
CORTES SOLICITO EL DESALOJO. 

 
11. CONTRATO DE MANDATO Y DE CUIDANZA PEDRO ANTONIO BERRIO 

PAJARO 
 
12. DICTAMEN PROCESO POLICIA QUERELLA MARCELO PEÑA POMARES 

DONDE ESTABELCE QUE EL SEÑOR JOSE AREVALO Y PEDRO DEL RIO 
(ENTIENDASE BERRIO) TRABAJAN PARA EL SEÑOR GILBERTO CORTES. 

 
13. DOCUMENTO DE DECLARACION DE HECHOS Y CONDICIONES DE 

TENENCIA PEDRO ANTONIO BERRIO PAJARO 
 

14. QUERELLAS 2016-265 EXPEDIDA POR EL DR. JOSE M. ARRIETA AVILA. LA 
CUAL FUE RECHAZADA POR COSA JUZGADA POR CUANTO YA SE HABIA 
AMPARADO EL DERECHO DEL SEÑOR GILBERTO CORTES. ES DE 
ACLARAR QUE TENGO COPIA DE LAS 17 QUERELLAS CON RADICADO 255 
Y SIGUEINTES, PERO ADJUNTO UNA COSA POR CUANTO EL RESUELVE 
ES EL MISMO. 

 



15. RECHAZA QUERELLA POLICIVA DEL MINISTERIO DE DEFENSA – ARMADA 
EXPEDIDA POR LA DRA. ALCELIS CONEO BARBOSA 

 
16. RECIBOS DE PAGO JOSE MANUEL AREVALO GUERRERO A LA PRESENTE 

DE MANERA A PRUEBA PRESENTO 16 RECIBOS DE PAGO DE SALARIOS 
INDISTINTAMENTE POR CUANTO POSEO LOS RECIBOS DE LOS PAGOS 
HECHOS. 

 
17. SOLICITUD PAGO DE PRESTACIONES LABORALES JOSE MANUEL 

AREVALO GUERRERO CON CERTIFICACION DE CORREO CERTIFICADO 
 

18. SOLICITUD POLICIA NACIONAL DESALOJO COQUITO POR PARTE DEL 
SEÑOR GILBERTO CORTES NORIEGA 

 
NOTIFICACIONES 

 
Recibo comunicación física para los efectos de esta acción, en la carrera 1 este # 
77 – 05 apartamento 301 y en el correo electrónico 
presidencia@cortesasociados.com.co. 
  
La entidad accionada en la ciudad de Cartagena respectivamente y en el correo 
electrónico institucional designado para cada uno de esos despachos judiciales en 
la Fiscalía General, que desconozco específicamente. 
   

JURAMENTO 
 

Respecto de estos hechos y en defensa de los derechos fundamentales alegados, 
no he formulado otra acción constitucional. 
 
Del señor Juez 

 
GILBERTO CORTÉS NORIEGA 
C.C. 5.745.361 
T.P. 23.149 del C.S. de la J. 
 













































































































































Gilberto Cortes <presidencia@cortesasociados.com.co>

solicitud de pago de prestaciones laborales

1 mensaje

francisco javier vasquez mejia <francisco151990@gmail.com> 3 de octubre de 2019, 16:44
Para: "Presidencia@cortesasociados.com.co" <Presidencia@cortesasociados.com.co>, "garisarevalopajaro82@gmail.com"
<garisarevalopajaro82@gmail.com>
Cc: "certifica@evlab.co" <certifica@evlab.co>

Buenas tardes,  mediante la presente y en representación del señor JOSE AREVALO GUERRERO me permito enviar adjunto a este
correo, derecho de petición solicitando y relacionando, la fecha y circunstancia en las que se generaron las acreencia laborales que hoy
motivan dicha reclamación, quedamos  pendiente a una pronta respuesta.

 

Atentamente;

 

Francisco javier vasquez mejia

Abogado procesalista.

 

 

 

 

 

 

Enviado desde Correo para Windows 10

 

solicitud de pago de prestaciones.pdf

3654K



Gilberto Cortes <presidencia@cortesasociados.com.co>

EvLab - Notificación de email certificado con EvLab

1 mensaje

EvLab <noreply@evlab.co> 3 de octubre de 2019, 16:49
Para: presidencia@cortesasociados.com.co

Notificación de envío correo electrónico certificado

Estas recibiendo este correo porque te encuentras entre los destinatarios de un correo electrónico certificado
con EvLab.

EvLab actúa como laboratorio de evidencias digitales y perito informático, de acuerdo con lo establecido en la
Ley 527 de 1999 y el decreto 2364 de 2012, por medio de la cual se define y reglamenta el acceso y uso de los

mensajes de datos, del comercio electrónico y de las firmas digitales, y se establecen las entidades de certificación y
se dictan otras disposiciones.

Los datos del correo electrónico certificado son los siguientes:

Fecha y hora
de envío: 3/10/19 16:44

Fecha y hora
de
estampado:

3/10/19 21:46 UTC

Remitente: francisco151990@gmail.com

Destinatarios: presidencia@cortesasociados.com.co	

garisarevalopajaro82@gmail.com	


Asunto: solicitud de pago de prestaciones laborales

Cuerpo del
mensaje:

Buenas tardes, mediante la presente y en representación del señor JOSE AREVALO GUERRERO
me permito enviar adjunto a este correo, derecho de petición solicitando y relacionando, la fecha y
circunstancia en las que se generaron las acreencia laborales que hoy motivan dicha reclamación,
quedamos pendiente a una pronta respuesta.


Atentamente;


Francisco javier vasquez mejia 

Abogado procesalista.


Enviado desde Correo para Windows 10


Archivos
adjuntos:

textfile1	
textfile0	
solicitud_de_pago_de_prestaciones.pdf	
textfile2	



Como parte de la comunicación, puedes adquirir el informe de prueba del correo certificado, con una estampa de
tiempo y firma electrónica certificada, con plena validez jurídica conforme a la Ley 527 de 1999, de firma electrónica.

Con este certificado podrás probar de forma inexpugnable y con absoluto rigor técnico los siguientes aspectos:

1. El contenido del email, incluidos los adjuntos.
2. El remitente, y las evidencias técnicas del origen del envío.
3. Los destinatarios a los que iba dirigido el correo electrónico.
4. La integridad de los contenidos y la autenticidad, en caso de disputa sobre los mismos.

Como aún no eres un usuario activo de EvLab, debes registrarte para poder descargar el acta. Al registrarte
recibirás un bono de bienvenida para poder enviar correos electrónicos certificados.

Adquirir informe de prueba

Si encuentras alguna dificultad, por favor escribe un email a soporte@evlab.co o llama a nuestro número de
atención al cliente 018000-180349.

EvLab, confianza digital.

https://evlab.co
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SEfloRES
Gilberto Cortez noriega
E- S.  D.

REFERENCIA:    (DERECHO   DE   PETIC16N,   Articulo   23   Constituci6n
Politica de Colombia).

ASUNTO: solicitud de pago de acreencia laborales

JOSE  AREVALO  GUERRERO  mayor de  edad,  identificado  como  aparece
al  pie  de  mi  firma,  actuando  en  nombre  propio,  y  en  ejercicio  del  Derecho
Petici6n   consagrado   en   el   arti'culo  23   de   la   Constituci6n   Nacional   y  el
articulo   13   y   subsiguientes   que   trata   el   nuevo   C6digo   Procedimiento
Administrativo  y  de  lo  Contencioso  Administrativo  (Ley  1437  de  2011),  la
Ley 1755 de 2015; elevo Petici6n y/o solicitud ante ustedes de acuerdo a los
siguientes:

HECHOS

1.   Desde el 18 de mayo de  1990 me encuentro laborando como vigilante

2.   En el afio 2003 cuando usted adquiere el predio de referencia, acepta
entre    los   t6rminos   de    la    compraventa    hacerse   responsable   y
mantener mi vinculaci6n laboral en el predio.
2.1  constituy6ndose una sustituci6n patronal

3.   En  el  afro 2012  se  dej6 de  pagar por parte  del  empleador,  de forma
oportuna y consecutiva los salarios generados.

4.   Pese  a  lo  anterior  nunca  he  dejado  de  cumplir  con  mis  funciones
como  vigilante  del  predio  de  referencia  las  cuales  he  cumplido  de
forma personal, constante, subordinada y eficiente,

5.    Nunca  se  me ha  afiliado al  Sistema  General  de  Seguridad  Social  en
pensi6n y en salud.

6.   Nunca se me ha entregado implementos de protecci6n y/o uniforme.
7.   Nunca  se  me  he  entregado  subsidio  de  transporte  y  he  tenido  que

asumirlo de forma personal.
8.   He  sufrido  de  complicaciones  en  mi  salud  a  rafz  las  funciones  que

desemperio   como   trabajador,   Ios   cuales   he   asumido   de   forma
personal.
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9.   En  la actualidad cuento con la edad necesario para recibir mi pensi6n
de vejez.

RAZONES Y FUNDAMENTOS

1.   EL DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICION.

En   lo   referido   al   cafacter   constitucional   que   demanda   este   derecho
fundamental, tenemos que  reiterada y pacifica  ha sido  la jurisprudencia  en
relaci6n   con   el   derecho   de   petici6n,   al   sefialar  que   el   mismo   es   una
manifestaci6n  directa  del  derecho  de  participaci6n  que  le  asiste  a  todo
ciudadano, asi como un medio para lograr la satisfacci6n de otros derechos,
tales como el derecho a la igLlaldad, al debido proceso, al trabajo, etc.

El  mismo,  se traduce en  la facultad  que tiene toda  persona de elevar ante
las  autoridades  ptiblicas  y  los  part.Iculares  que  presten  un  servicio  ptlblico,
solicitudes de cafacter particular o general a fin de que 6stas den respuesta
en   un   t6rmino   espec{fico.   Respuesta   que   puede   o   no,   satisfacer   los
intereses de quien  ha elevado la solicitud,  en el sentido de acceder o no, a
sus  pretensiones,   pero  siempre  con  una  contestaci6n  que  le  permita  al
peticionario  conocer,  cual  es  la  voluntad  de  la   administraci6n  frente   al
asunto  planteado.  Por  tanto,  se  ha  dicho  que  se  satisface  este  derecho,
cuando se  emiten  respuestas que  resuelven en forma sustancial  la materia
objeto de la solicitud, sin importar el sentido de la misma.

Por otra  parte,  y como  ap5ndice  complementario  del  referenciado derecho
sefiala la Jurisprudencia Constitucional lo siguiente:

``EI  tinico  limite  que  impone  la  constituci6n  para  no  poder  ser  titular  del

derecho de obtener pronta  resoluci6n a las peticiones es que la petici6n se
haya  formulado  de  manera  irrespetuosa.  Es  en  la  resoluci6n  y  no  en  la
formulaci6n  donde  este  derecho  fundamental  adquiere  toda  su  dimensi6n
como  instrumento  eficaz  de  la  participaci6n  democrEltica,  el  derecho  a  la
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informaci6n  y  la   efectividad   de   los   demas  derechos  fundamentales.   El
derecho  de  petici6n,  es  uno  de  los  instrumentos  fundamentales  para  la
efectividad  de   los  mecanismos  de   la  democracia   participativa.   Adem6s,

porque    mediante61,    se    pueden    hacer   valer   muchos   afros   derechos
constitucionales,   como   el   derecho   al   a   lnformaci6n,   el   derecho   a   la

participaci6n politica y el derecho a la Libertad de Expresi6n":

AI    precisarse    el    sentido    y   el   .alcance    del    derecho    de    petici6n,    Ia

jurisprudencia constitucional, `±al como se sintetiz6 en la Sentencia T-574 de
2007,   ha  establecido  que   la   respuesta  que   se  d5   al   peticionario  debe
cumplir,  al  menos,  con  los siguientes  requisitos..  i)  ser oportuna:  ii)  resolver
de fondo. en forma clara`  Drecisa v de manera conaruente con lo solicitadQ:
iii)  ser Duesta en  conocjmiento del  Deticionario.  En esa sentencia se  hizo el
recuenio  de  los  supuestos  facticos  minimos  de  este  derecho,  tal  como
habian sido expuestos en la sentencia T-377 de 2000:

"a) EI derecho de petici6n es fundamental y determinante para la efectividad

de   los   mecanismos   de   la   democraci.a    participativa.   Ademas,    porque
mediante   61   se   garantizan   otros   derechos   constitucionales,   coma   los
derechos  a  la   informaci6n,   a  la   participaci6n   politica  y  a   la   libertad   de
expresi6n.

b)  EI  ndcleo esencial del derecho de  petici6n  reside en  la resoluci6n  pronta
v oDortuna de la cuesti6n,  Dues de nada serviria la posibilidad  de diriairse a
la  autoridad  si  6sta  no  resuelve  o  se  reserva  Dara  si  el  sentido  de  lo
decidido.

c)  La  resDuesta  debe  cumDlir con  estos  reauisitos..1.  oDortunidad  2.  Debe
[_e_s_a_I_ys_rrsf±__a_9_ fondo, clara, Drecisa v de_ manera conaruente con lo solicitado

3.  Ser Duesta  en  conocimiento  del  Deticionario.  Si  no  se  cumDle  con  estos
[e_a_u_i_s_itos____ se_    incurre    en    una    vulneraci6n    del    derecho    constitucional
fundamental de Detici6n.

•Corte Constitucional, Sentencia T-495 de Agosto 12 de 1992.
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Articulo   14. T5rminos   para   resolver   las   distintas   modalidades   de
pcticiones. Salvo  norma  legal  especial  y so  pena  de  sanci6n  disciplinaria,
toda  petici6n debefa  resolverse dentro de los quince  (15)  dias siguientes a
su   recepci6n.   Estafa   sometida   a  t6rmino  especial   la   resoluci6n   de   las
siguientes peticiones:

1.   Las  peticiones  de   documentos  y  de   informaci6n   deberan   resolverse
dentro de los diez (10) dias siguientes a su recepci6n. Si en ese lapso no se
ha  dado  respuesta  al  peticionario,  se  entender6,  para  todos  los  efectos
legales,  que la  respectiva solicitud  ha  sido  aceptada y,  por consiguiente,  Ia
administraci6n  ya   no  pod fa   negar  la  entrega  de  dichos  documentos  al
peticionario,  y  como  consecuencia  las  copias  se  entregar6n  dentro  de  los
tres (3) dias siguientes.

2.   Las   peticiones   mediante   las   cuales   se   eleva   una   consulta   a   las
autoridades  en  relaci6n  con  las  materias  a  su  cargo  debefan  resolverse
dentro de los treinta (30) dias siguientes a su recepci6n.

Par6grafo. Cuando  excepcionalmente  no fuere  posible  resolver la  petici6n
en los plazos aqui sehalados,  Ia autoridad debe informar esta circunstancia
al   interesado,   antes   del   vencimiento   del   t5rmino   sefialado   en   la   ley
expresando   los   motivos   de   la   demora   y   serialando   a   la   vez   el   plazo
razonable en que se resolvefa o clara respuesta, que no podra exceder del
doble del inicialmente previsto.

2.   DERECHO A LA REIVIUNERACION DE LA LABOR REALIZADA.

En  lo  referente  a  mi  caso  me  permito  recordar  lo  que  establece  en  el
arti'culo  55  de  nuestra  carta  magna  la  cual  indica  que  todo  trabajador
tiene   derecho   a   una   remuneraci6n   minima   vital   y   m6vil   que   sea
proporcional   a   la   cantidad   y   calidad   del   trabajo   que   desarrolla;   asl'
mismo,   ningtln  trabajador  puede  renunciar  a   los   beneficios  laborales
minimos  que  indica  la  normatividad  laboral.  Lo  anterior  significa  que  el
pago   de   salarios   y   de   prestaciones  sociales   es   una   obligaci6n   del
empleador, el cual se debe realizar de manera oportuna y completa para
evitar que dicha tardanza lesione los derechos de su subordinado.
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Es  importante  recordar  que  la  mayori'a  de  los  trabajadores  t]nicamente
dependen del salario que devengan,  con el cual a su vez dan sustento a
su  ndcleo familiar.  Por tanto,  incurrir en  dicha  conducta  no  solo vulnera
derechos  laborales;   tambi6n   se  puede  incurrir  en   una  afectaci6n  del
mi'nimo  vital,  dado  que  tal  incumplimiento  lo  posiciona  en  una  situaci6n
cr]'tica en relaci6n a su subsistencia.
De igual forma el c6digo sustantivo del trabajo en el numeral primero del

artl'culo 59 establece que:
ARTICULO  59.  PROHIBICIONE.S A LOS  EMPLEADORES.  Se prohi'be a
los empleadores:
1.  Deducir,  retener o compensar suma alguna del monto de los salarios y
prestaciones   en    dinero    que    corresponda    a    los   trabajadores,    sin
autorizaci6n  previa escrita de 6stos para  cada  caso,  o sin  mandamiento
judicial, con excepci6n de los siguientes:
a).   Respeto  de  salarios,   pueden  hacerse  deducciones,  retenciones  o
compensaciones  en  los  casos  autorizados  por  los  artfculos  113,150,
151,  152 y 400.
b).  Las cooperativas  pueden ordenar retenciones hasta de  un  cincuenta
por ciento  (50%) de salarios y prestaciones,  para  cubrir sus cr6ditos,  en
la forma y en los casos en que la ley las autorice.
c) <Literal  lNEXEQUIBLE>

3.  Obligatoria afiliaci6n al sistema general de seguridad social

a.  Salud

EI numeral 2 del artl'culo 153 de la Ley 100 de 1993, establece:  «La
afiliaci6n al Sistema General de Seguridad Social en Salud es
obligatoria para todos los habitantes en Colombia. En consecuencia,
corresponde a todo empleador la afiliaci6n de sus trabajadores a este
Sistema y del Estado facilitar la afiliaci6n a quienes carezcan de vinculo
con algtln empleador o de capacidad de pago».

Asi' mismo el numeral  1  del literal A del Arti'culo  157 de la  Ley en
mendi6n, prev6 que «Los afiliados al Sistema mediante el iegimen
contributivo son las personas vinculadas a trav6s de contrato de trabajo
los serv.Idores ptlblicos, Ios pensionados y jubilados y los trabajadores
independientes con capacidad de pago. Estas personas deberan
afiliarse al Sistema mediante las normas del rfegimen contributivo de
que trata el Capitulo I del Titulo Ill de la presente Ley».

b.  Pensi6n
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EI Artioulo 22 de la Ley 100 de 1993 0bligaciones del Empleador. EL
empleador sera responsable del paao de su aporte v del aporte de los
trabaiadores a su servicio. Para tal efecto, descontafa del salario de
cada afiliado, al momento de su pago, el monto de las cotizaciones
obligatorias y el de las voluntarias que expresamente haya autorieado
por escrito el afiliado, y trasfadafa estas sumas a la entidad elegida por
el trabajador, junto con las correspondientes a su aporte, dentro de los
plazos que para el efecto determine el Gobiemo.

De conformidad con lo establecido en el artfoulo 17 de la Ley 100 de
1993,  modificado por artfculo 40 de la Ley 797 de 2003, durante la
vigencia de la relaci6n laboral y del contrato de prestaci6n de servicios,
deberan efectuarse cotizaciones obligatorias a los reglmenes del
sistema general de pensiones por parte de los afiliados, los
empleadores y contratistas con base en el salario o ingresos por
prestaci6n de servicios que aquellos devenguen.

c.  Riesgos laborales

Segun  lo establecido en  los arti'culos 4° y 13 del  Decreto  1295 de
1994,  son  afiliados  en  forma  obligatoria  al  Sistema  General  de
Riesgos Profesionales,  Los trabajadores dependientes nacionales
o  extranjeros,  vinculados  mediante  contrato  de  trabajo  o  como
servidores  ptlblicos;  siendo  obligaci6n  del  empleador  efectuar  la
afiliaci6n al Sistema de SUS trabajadores.

PETICIONES
1.   De acuerdo con las razones de hecho y de derecho esbozadas dentro

de la siguiente, solicito:
A.  Se  me  paguen  los salarios dejados de  pagar desde  el 2012  hasta  la

fecha.
a.  Que se me realice el pago a los tratamientos medicos que me he visto

obligado a asumir.
C.  Que se  realicen  los aporte al sistema general de seguridad  social en

pension.
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D.  Que se me realice el pago de uniformes y dotaci6n que  no se me ha
sumistrado hasta [a fecha.

E.  En  caso de  no  poder conceder mis  pretensiones se  me  informen  las
razones de hecho y de derecho que justifican su respuesta.

NOTIFICACIONES Y COMUNICACIONES

•    DIRECCION  PARA NOTIFICACIONES:  cgto  de  ararca,  calle  principal #
05-50, Cartagena-Bolivar.

•    CORREO ELECTR6NICO: garisarevalopajaro82@gmail.com
•    TELEFONO: 3136870189

Respetuosamente,

JOSE AREVALO G
C.C:  3.802.018
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